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ACTA N? 450. Lugar, fecha y hora de inicio. Bajo modalidad mixta (presencial en

la sede del Consejo y remota mediante plataforma digital Zoom), a los treinta y un

días de julio de 2023, siendo horas 09:15, el Consejo Asesor de la Magistratura abre

su sesión cuatrocientos cincuenta, bajo la presidencia del Dr. Daniel Posse.

Asistentes: Leg. Regino Amado (Vice presidente); Leg. Raúl Albarracín (titular

por la minoría parlamentaria); Dr. Luis Cossio (Titular por los magistrados del

Centro Judicial Capital); Dr. Carlos Sale (suplente por los magistrados del Centro

Judicial Capital);Dr. Edgardo Sánchez (titular por los magistrados de los Centros

Judiciales Concepción y Monteros); Dra. Malvina Seguí (suplente por los

magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Jorge

Conrado Martínez (Titular por los abogados del Centro Judicial Capital); Dr.

Mario Choquis (titular por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y

Monteros); Dra. Josefina Maruan (suplente por los abogados del Centro Judicial

Capital); Dr. Eugenio Racedo (Suplente por los abogados de los Centros Judiciales

Concepción y Monteros). ORDEN DEL DÍA: 1. A consideración acta de la sesión

anterior. 2. Concurso n* 222 (Defensoría de Niñez, Adolescencia y Capacidad

Restringida del Centro Judicial Monteros): propuesta de acta de valoración de

antecedentes. 3. Concursos n? 236, 238 y240 (Juzgados en lo Civil Especializados

en Violencia contra la Mujer de los Centros Judiciales Capital, Concepción y

Monteros); 297 (Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Común del

Centro Judicial Capital); 310 y 311 (Vocalía de Cámara de Apelaciones en lo Civil

en Familia y Sucesiones del Centro Judicial Capital) y 316 y 317 (Juzgados de

Primera Instancia en lo Civil en Familia y Sucesiones de la VI y IV nominación

respectivamente del Centro Judicial Capital): a conocimiento impugnaciones contra

el orden de mérito provisorio. 4. Concursos n* 291, 292, 293, 294, 295, 296, 297 y

0298 (Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Común del Centro

Sudicial Capital): propuesta de resolución de impugnaciones de antecedentes. 5.

: Concursos n* 293 y 295 (Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial

Común del Centro Judicial Capital): propuesta de resolución de impugnaciones de

oposición. 6. Concursos n* 270 (Juezía del Colegio de Jueces Penales con

Especialidad en el Juzgamiento de Menores de Edad del Centro Judicial Capital),
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289 (Juez/a del Colegio de Jueces Penales con Especialidad en el Juzgamiento de

Menores de Edad del Centro Judicial Monteros): etapa de entrevistas. Concursantes

a entrevistar: 1. ARGÚELLO MONTESINOS, ROMINA TAMARA; 2.

ARGAÑARAZ, GABRIELA MARTA SOLEDAD; 3. ASCÁRATE, GONZALO

4. BULDURINI, GUIDO MARTÍN; 5. CANO, GERÓNIMO; 6. CARLINO,

GUSTAVO RODOLFO; 7. CARRIZO, MARÍA TATIANA; 8. CATTANEO,

GUIDO LEANDRO; 9. DÍAZ TADDEL ROBERTO LUIS; 10. EPELBAUM,

CAROLINA EUGENIA; 11. ESCOBAR, ANA CECILIA; 12. GHIO, FÉLIX

MAXIMILIANO; 13. GUERRA, HUGO GONZALO; 14. MARTÍNEZ TERÁN,

OSVALDO CÉSAR; 15. PALOMINO TEVES, EMILIANO JOSÉ; 16. RADDL,

ELIZABETH MYRIAM; 17.ZINGALE, FERNANDO ARIEL; 18. ZOTTOLI

ORTIZ, FERNANDO; 7. Concurso n* 290 (Juez/a de Ejecución Penal del Colegio

de Jueces Penales del Centro Judicial Monteros): etapa de entrevistas. Concursante

a entrevistar 1] ASCÁRATE, GONZALO; 2 EPELBAUM, CAROLINA

EUGENIA; 3 ESCOBAR, ANA CECILIA; 4 PÉREZ, EMILIO EDGARDO; 5

MARDIZA, SEBASTIÁN DARÍO; 6 CANO, GERÓNIMO; 7 GUERRA, HUGO

GONZALO; 3. ARGAÑARAZ, GABRIELA MARTA SOLEDAD; 9

MANZANO, FERNANDO MANUEL. 2. Concurso n” 222 (Defensoría de Niñez,

Adolescencia y Capacidad Restringida del Centro Judicial Monteros):

propuesta de acta de valoración de antecedentes. Se sometió a consideración la

propuesta de acta de valoración de antecedentes que fue aprobada. 3. Concursos

1 236, 238 y240 (Juzgados en lo Civil Especializados en Violencia contra la

Mujer _de los Centros Judiciales Capital, Concepción y Monteros); 297

(Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Común del Centro

Judicial Capital); 310 y 311 (Vocalía de Cámara de Apelaciones en lo Civil en

Familia y Sucesiones del Centro Judicial Capital) y 316 y 317 (Juzgados de

Primera Instancia en lo Civil en Familia y Sucesiones de la VI y IV nominación

respectivamente del Centro Judicial Capital): a conocimiento impugnaciones

contra el orden de mérito provisorio. Se puso a conocimiento de los señores

consejeros las impugnaciones contra el orden de mérito recibidas en los concursos

referidos. El Dr. Cossio propuso que se corrieran vista al jurado de aquellas que
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versaban sobre la calificación de los exámenes de oposición porque eran muchos

planteos, en los concursos de Capital. Los consejeros del Sur resolvieron no enviar

las presentaciones al jurado para evaluarlos y resolverlos. 4. Concursos n* 291,

292, 293, 294, 295, 296, 297 y 298 (Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y

Comercial Común del Centro Judicial Capital): propuesta de resolución de

impugnaciones de antecedentes. El Dr. Posse consultó si estaban de acuerdo los

señores consejeros de aprobar las propuestas de impugnaciones que habían sido

remitidas previamente. El Dr. Cossio solicitó que el tratamiento del tema se

pospusiera para la próxima sesión a efectos de tener más tiempo y poder estudiar el

tema. 5. Concursos n? 293 y 295 (Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y

Comercial Común del Centro Judicial Capital):propuesta de resolución de

impugnaciones de oposición. Al igual que en el punto anterior se pospuso el

tratamiento del tema hasta la próxima sesión. 6. Concursos n? 270 (Juez/a del

Colegio de Jueces Penales con Especialidad en el Juzgamiento de Menores de

Edad del Centro Judicial Capital), 289 (Juez/a del Colegio de Jueces Penales

cou Especialidad en el Juzgamiento de Menores de Edad del Centro Judicial

Monteros): etapa de entrevistas. Previo al ingreso a la sala de los concursantes a

entrevistar el Dr. Posse señaló que para la presente se habían recibido preguntas que

fueron formuladas a través de la página web del CAM (www.camtucuman.gob.ar)

por parte de la ciudadanía conforme lo dispuesto en acuerdo 124/2021 del

6/10/2021. Luego de su lectura se resolvió efectuar a todos los postulantes las

específicas del cargo cuya vacante se tramita. Doctor Roberto Luis Díaz Taddei.

- Entrevista. Ingresa a la sala el doctor Roberto L. Díaz Taddei. Dr. Posse. Buenos

días, doctor. Como usted ya estuvo en entrevistas anteriores pasamos directamente

a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Sale. Dr. Sale. Doctor, felicitaciones por

haber llegado a esta instancia y la pregunta que se me ocurre hacerle es sobre un

tema que está muy en boga en el ámbito político, que es el tema de la baja de

imputabilidad de los menores, de la edad de imputabilidad de los menores; se ha

hablado mucho sobre el tema, hay posiciones disímiles respecto a la posibilidad de

que debería bajarse la edad de imputabilidad de los menores o no; usted, como

futuro juez de menores, ¿cómo ve este tema como para decirle o explicarle a alguien
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por qué se debería bajar la edad o por qué no se debería bajar la edad de

imputabilidad de los menores? ¿Cuáles serían las razones que usted entiende por

las que jurídicamente no corresponde, socialmente, biológicamente, porque hay un

concepto biológico dentro de esto también, para bajar o no la edad de

imputabilidad? Simplemente para explicarle a algún legislador o a alguna persona

que esté interesada en ese tema. Dr. Díaz Taddei. Antes que nada, mi postura es

estar en contra de que se baje la edad por el simple hecho de que uno como juez, en

este caso, tengo que respetar lo que establece la Constitución Nacional y los

Tratados Internacionales que nuestra Constitución ratifica con el artículo 75, inciso

22. La mirada mundial, con los derechos del niño, la crítica a la postura de que no

se trata de bajar la imputabilidad del menor de edad sino todo lo contrario, el Estado

se tiene que hacer cargo de que esas condiciones por la cual el menor llegó a

cometer el delito, no se realice, no es una cuestión de bajar pena, la solución sería

no bajar la pena sino que el Estado de las garantías necesarias para que estos

menores, que generalmente se da una cuestión de vulnerabilidad por el tema

económico y social que están aislados de muchas cosas, no cometan estos delitos.

Por eso, para mí, respetando los tratados internacionales, mi fundamento es que no

tendría que bajarse la edad de imputabilidad. Dr. Posse. Doctor, yo le voy a formular

una pregunta que no es mía sino que es del público, es una pregunta muy larga pero

voy a tratar de hacerla entendible. La pregunta dice así, en atención a que en la

jurisdicción de Monteros habitan comunidades indígenas pertenecientes al pueblo

Diaguita Calchaquí, ¿usted tiene formación en Derecho de los pueblos indígenas?

Esa es la primera parte de la pregunta; la segunda, ¿cuál sería la formación?,; la

tercera, ¿cuál es su opinión sobre la atención propiedad comunitaria indígena y

propiedad privada?, ¿qué piensa de involucrar o hacer participar a las autoridades

comunitarias indigenas en la resolución de conflictos con la ley en la que se ven

involucrados jóvenes, mujeres o varones indígenas? Si quiere se la hago por parte,

la primera es, entendiendo que usted va a estar en jurisdicción de Monteros y que

hay comunidades indígenas en esa jurisdicción, ¿usted tiene formación en Derecho

entre los pueblos indígenas? Dr. Díaz Taddei. Específicamente en ese ramo, no. Dr.

Posse. Correcto. ¿Cuál es su opinión sobre la tensión entre la propiedad comunitaria
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indígena y la propiedad privada? Dr. Díaz Taddei. Es un tema bastante complicado,

yo siempre digo que hay que ver el caso puntual, preciso, sin que sea esto siempre

un tema común que se contesta, pero sobre todo porque hay varios derechos que

están peleándose, la propiedad privada es un derecho que la persona lo adquiere y

la comunidad indígena también considera que tiene un derecho, y yo siempre digo,

me toca la postura acá concursando para juez y hay algo maravillosos que surgió en

este último tiempo desde que empecé a ser abogado en Derecho Penal, es el sistema

adversarial acusatorio, y va a depender exclusivamente de una sola cosa, de lo que

las partes me proporcionen para decidir. Dr. Posse. ¿Qué piensa de involucrar, de

hacer participar a las autoridades comunitarias indígenas en la resolución de

conflictos con la ley en las que se ven involucrados jóvenes, mujeres o varones

indígenas? Dr. Díaz Taddei. ¿Participar? Dr. Posse. ¿Qué piensa de hacer participar

a las autoridades comunitarias indígenas, usted sabe que las comunidades se

organizan y tienen comunidades, en la resolución de conflictos con la ley en la que

se vean involucrados jóvenes indígenas? Dr. Díaz Taddei. Siempre hacer participar

es algo importante, de hecho, tenemos la disputa actualmente, no la disputa sino los

sondeos que tenemos en el juicio por jurados porque da la intervención de la

sociedad, hoy en día nuestro derecho nos exige que le demos participación a la

gente, en este caso que haya una opinión del sector este, me parece acertado que se

involucren para que sienta ellos que forman parte de la discusión. Dr. Posse. O sea,

usted en el caso de que haya un conflicto de un joven indígena ¿haría participar a

la comunidad? Dr. Díaz Taddei. Sí, le daría la palabra, que expongan sus motivos

sin ningún problema. Dr. Posse. Muy bien, no es una pregunta compleja, pero

queríamos tener una opinión sobre esto, y esta pregunta no la formulo yo, es una

pregunta formulada por la sociedad civil. Muchas gracias, doctor. Se retira de la

sala el doctor Roberto L. Díaz Taddei. Doctor Fernando Ariel Zingale. Entrevista.

Ingresa a la sala el doctor Fernando A. Zingale. Dr. Posse. Buenos días, doctor.

¿Felicitaciones por haber llegado a esta instancia y como usted ya estuvo en OtrasSN

entrevistas, pasamos directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor

Sánchez. Dr. Sánchez. Doctor, como juez de menores, teniendo en cuenta que ahora

se implementa un sistema de corte adversarial donde el juez tiene diferentes roles
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en las etapas del proceso y el tipo de audiencias que se lleva a cabo, a esto se le

suma la particularidad de ser juez de menores; quiero que nos cuente cuál es su

visión acerca de cuál es el perfil del juez de menores y el rol que le corresponde al

juez de menores en las audiencias del proceso penal adversarial según sus diferentes

etapas. Dr. Zingale. En realidad, falta modificar la estructura, lo que se pregona es

que haya una fiscalía también de menores, precisamente el juez está teniendo un

cierto rol, digamos, antes mucho más, ha tenido varias modificaciones, donde se

está resolviendo cuestiones que le corresponderían a una etapa investigativa a una

fiscalía especializada en la temática. Dr. Sánchez. ¿Cuáles serían, por ejemplo? Dr.

Zingale. O sea, no tenemos fiscalías especializadas en menores, entonces, en el

sistema actual que tenemos se ha ido modificando de hecho con todas las reformas

legislativas, las últimas, por ejemplo, o sea, tenemos un tribunal especializado de

menores donde tenemos el sistema que el juez de menores fija la pena y puede dejar

sin efecto la pena, pero lo que se pregona, digamos, ahora, en el tema de minoridad

es una justicia reparativa, o sea, luego de la Convención de Tegucigalpa se dice que

no vamos hacia una retribución de la pena sino, incluso eliminar el concepto de

pena porque perfectamente al menor se lo considera inimputable por una cuestión

biológica, dice la temática que en la corteza prefrontal no está lo suficientemente

desarrollado, entonces eso le impide la capacidad, ya no se habla tanto de capacidad,

todo es semántica, o sea los términos es como que ahora tienen otra significación,

se los pondera como que no, ya no lo podemos abolir, en los hechos es básicamente

lo mismo. Lo que quiero decir es que el menor no es como se decía antes, una

persona chiquita que merece el reproche penal, entonces ha tenido avances y

retrocesos no solo con el aumento o la disminución de la edad Dr. Sánchez. Mi

pregunta no va por ese lado, lo que yo le pregunto es cuál es el perfil y el rol que le

corresponde, según su criterio, al juez en las audiencias del proceso penal

adversarial, su perfil y el rol específico como juez de menores teniendo en cuenta

en la dinámica de las audiencias en los procesos de menores. Esa es la pregunta. Dr.

Zingale. El juez de menores tiene, hoy por hoy, las pruebas que los otros jueces,

digamos, en el juicio de cesura, y también tenemos cuando se fija responsabilidad,

tenemos el tema de la aplicación de pena o la puede dejar en grado de tentativa o
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no, pero también con las últimas modificaciones que están en el último capítulo del

Código Procesal Penal, tiene varias posibilidades más que antes no, está el pedido

de disculpa o formas de reparación, ahora, por ejemplo, en Córdoba, que está un

poquito más avanzado que nosotros, se está hablando del tema de formas ya de

evitar, digamos, el reproche penal; por supuesto algunos dicen que la pena es

necesaria pero el tema es, digamos, la utilidad y la finalidad de la pena, o sea, mal

por mal que no llegue nada pero también se pondera el peligro social. Entonces,

antes el juez, en anteriores leyes, la 21338, se fijaba como que era un padre de

familia, incluso se investigaba hasta delitos en cuestiones donde no era punible, es

más, hay avances y retrocesos. Por ejemplo, hoy por hoy tenemos un Código en

Entre Ríos donde se investigan hechos que no son subsumibles en tipos penales

donde no va a haber una condena siquiera, o sea, $e va a determinar a ver cuál es la

política, porque ahora se habla del conflicto, ya no tanto del tipo penal, porque

evidentemente, digamos, el sistema, la estructura judicial es diseñada para el

castigo, que tenía un efecto importante sobre la minoridad; entonces al ser ya

disponible de por sí, tener una capacidad disminuida, más allá de cómo la

nombremos, lo que se busca es, digamos, dar una solución al conflicto. Y en el tema

de minoridad hay una especialidad, precisamente por eso es que el juez de menores

para abarcar esta franja etaria que es solamente un 3% de los delitos. SÍ es

entendible, porque digamos tampoco podemos ser tan inocentes de dejar a la

sociedad en manos de que ocurra cualquier hecho que genere conmoción pública,

entonces precisamente no es descabellada la idea del Código de Entre Ríos porque

si bien decimos son niños, pero hay un peligro real en la sociedad, entonces para

los delitos graves no estaría mal alguna medida que tiene que la tienen que idear,

¿pero ¿cuál sería la media? O sea, sí yo tengo una patología tengo que buscar la

cura para la patología, el solo encierro no es suficiente. Entonces, lo que busca el

«Juez de menores es, precisamente, la política reparatoria, que son tres principios, o

gen, un castigo, una reparación y una reintegración de la persona a la sociedad,

porque las penas tienen ese condimento, las penas son por un tiempo, después esa

persona vuelve a la sociedad, más en un caso de un menor; si yo le genero un plus

de violencia esa persona no va a salir mejor a la sociedad pero también es entendible



“1983/2023 - 40 AÑOS DE DEMOCRACIA”

AMAGISTE

DETUCUMAN

que no puede quedar en la nada, es un hecho que significa un sacrificio y a veces la

persona se cura con el sacrificio porque, digamos, yo pido disculpas, reparo a la

víctima, me tengo que sentir mejor, salvo que estemos hablando de un sádico, de

una persona que no tenga ninguna empatía con la sociedad, pero lo normal es que

la persona, bueno, hay dos principios, para Hobbes el ser humano es malo por

naturaleza, y por eso tenemos la estructura jurídica para poner límites, yo creo que

no es tan así pero sí es verdad que el poder y la facilidad, sapiencia de la impunidad,

va a generar una persona que no le va a importar las consecuencias de sus actos;

está bien que haya una normativa, que si bien la normativa por sí sola no soluciona

el conflicto, pero sí hay un efecto psicológico que esa persona va a medir su

actuación y, precisamente, la tarea no es tuitiva del juez de menores sino es como

una brognosis de qué va a pasar con esta persona, por eso son los informes

psicológicos, la forma de darle políticas sociales para reinsertarlo en la sociedad.

Ahora, si esta persona demuestra su actitud, no se quiere resocializar, no quiere ser

parte integrante de la sociedad, bueno, ya digamos tampoco a la sociedad se la

puede desproteger, pero si se le puede dar una segunda oportunidad siempre y

cuando el delito lo amerite, para que sea un ser útil, para que se incorpore a la

sociedad y haga una vida en plenitud. Dr. Posse. Yo le voy a formular una pregunta

que no es mía, sino que la hace la Sociedad Civil, ¿usted está concursando para Juez.

de Menores de Monteros? Dr. Zingale. Sí. Dr. Posse. La pregunta dice exactamente

así: En atención en la jurisdicción de Monteros habitan comunidades indígenas

pertenecientes al pueblo Diaguita, y ahí viene la primera parte de la pregunta, ¿usted

tiene formación en delitos en los pueblos indígenas?, Dr. Zingale. Sí, yo por

ejemplo en un momento estaba en la Fiscalía de Delitos Complejos y veíamos

mucho el tema de la usurpación, entonces, veíamos la particularidad de la propiedad

comunitaria en cuanto a la restitución, porque digamos que ya es un derecho

ancestral de las comunidades preexistentes a la Nación Argentina, es más, tienen

reales cédulas que le otorgan derechos antes de que exista la misma Nación

Argentina; ahí hay una paradoja, digamos, o sea, tenemos una sociedad, una nación

fruto de la guerra, procesos de guerras internas, guerras intestinas que incluso las

comunidades indígenas entre ellas combatían; entonces, es medio difícil porque,
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por un lado, se pregoniza como que se sectoricen y no se complementen con la

sociedad pero, por otro lado, tiene un derecho original, porque acá el derecho

también fue con fuego y sangre, se estableció en la Nación Argentina pero digamos

que esas personas, como estaba pasando en varios lugares, por ejemplo en Canadá

con la comunidad Nunavut o en Australia, donde se han empezado mucho después

a reconocer derechos; en estados Unidos también, si bien primero las reservas eran

mucho mayores después, con el tiempo, y esto está bien porque es como un acto de

Justicia, precisamente lo que pregonan las Reglas de Brasilia es la vulnerabilidad

de las personas Dr. Posse. Y usted como juez, ¿cuál es su opinión sobre la atención

de la propiedad comunitaria indígena y de la propiedad privada? Dr. Zingale. Ese

es un problema porque nosotros tenemos el principio de la igualdad en el Código

Civil, en el artículo 16, esto es una excepción a la igualdad pero es una excepción

Justificada, o sea, es justificada porque el derecho, que si bien el derecho se adquiere

y se pierde conforme se delimitan los territorios, también prevalecen las fuerzas en

la imposición del derecho donde es un consenso pero, digamos, hay que abordar si

queremos realmente una Justicia, no es que digamos que sean comunidades que

están con resentimiento sino que es un acto de justicia, es visualizar que ellos

estaban allí y han sido muy maltratados, desarraigados, llevados a pie a Buenos

Aires, y en algunos lugares ha sido prácticamente genocidio. Dr. Sale. Esa es la

historia oculta. Dr. Zingale. Es la historia oculta, pero también tenemos que

pacificar al país, pensar con una visión de que en algún momento..., yo lo que noto

es un déficit de la comunidad que es como que se cierra, se cierra a un territorio, y

al ser una propiedad comunitaria, digamos, está violando la igualdad del Código

Civil que establece que una persona puede vender, la comunidad ya ha perdido

mucho de sí y es como que ahora necesita revalorizarse y volver a las costumbres

pero tampoco puede ser una cuestión sectaria donde puedan imponer su criterio. Si

por ejemplo está bueno en los juicios que hubo con la comunidad, acá se perdió el

idioma Carcan pero la comunidad Wichís y otras comunidades, porque esas

personas todavía el arraigo es mucho mayor y mucho más, por ejemplo, después

del arraigo, en la comunidad del Amazonas, por ejemplo, ha habido casos donde no

se ha penado el abuso sexual porque ellos vivían en comunidades con diez mujeres
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en donde era normal. Dr. Posse. Le formulo la última parte de la pregunta, doctor,

que tiene que ver puntualmente con el tema, ¿qué piensa usted, en carácter de Juez,

de hacer participar a las autoridades comunitarias indígenas en la resolución de

conflictos con la ley en la que se ven involucrados jóvenes, mujeres o varones

indígenas? Dr. Zingale. Está perfecto, siempre que sea ampliar derechos, escuchar,

por ejemplo, como en el Juzgado de Ejecución que se escucha a la víctima que antes

no se escuchaba, digamos ¿cuál es el problema? mientras más apertura haya eso no

va a ser un obstáculo, no va a ser un impedimento y aparte para ver, por ejemplo,

cuando uno fija la pena, especialmente tiene que ver el condimento de la pena, o

sea, la utilidad de la misma, si sirve para algo o no..., por ejemplo, a veces se

condena a una persona y también está condenando a una familia, por ejemplo, en

un hogar vulnerable cuando se condena al padre de familia estoy condenando a esos

hijos a que no tengan trabajo, no tengan escuela, salgan a la calle y tengan la

repitencia, se acentúa la vulnerabilidad, entonces en las comunidades indígenas

mucho más porque, no es que uno lo favorezca, no es un privilegio, es un acceso a

la igualdad que, precisamente, eso es lo que pregonan los cupos, la participación de

los grupos vulnerables, de los adultos mayores, de los niños, de las mujeres y, una

vez que se llega a esa igualdad plena de derecho, ya se supone que el cupo no tiene

que estar porque ya se ha logrado el fin; esto es como un camino, es como por

ejemplo las opiniones consultivas, digamos, se pregonan, lleguemos a un nivel, no

podemos salir, son asimetrías necesarias en pos de lograr, por ejemplo, la igualdad

económica también, no es lo mismo una condena a una persona que fácilmente se

va areinsertar a la sociedad que una persona que va a tener el estigma... Dr. Posse.

Usted, concretamente, ¿la haría participar a la comunidad en la solución de

conflictos? Dr. Zingale. Sí, por supuesto. Dr. Posse. Muchas gracias, doctor. Se

retira de la sala el doctor Fernando A. Zingale. Doctor Guido Martín Buldurini.

Entrevista. Ingresa a la sala el doctor Guido M. Buldurini. Dr. Posse. Buenos días,

doctor. En primer lugar, lo felicitamos por haber llegado a esta instancia; en

segundo lugar, usted ya estuvo acá así que vamos a abreviar todo el procedimiento

y pasamos directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Sale. Dr. Sale.

Buen día, doctor; felicitaciones por haber llegado esta instancia y además sé que
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está ejerciendo el cargo de Juez, la pregunta más que nada es una pregunta de

opinión. La semana pasada, fin de semana, se ha podido escuchar a algunos

candidatos para las próximas elecciones respecto de la baja de la edad de

imputabilidad de los menores, en ese marco quisiera que usted me diga cómo le

explicaría a un legislador o a un candidato que tenga una posición contraria a la

suya respecto de la baja de imputabilidad de un menor, cuáles serían los

fundamentos que usted le señalaria, ¡mire, por esto no o por esto sí!, se debería o

no bajar la imputabilidad de los menores, que hay una parte de la sociedad que está

reclamando eso, es una realidad, digamos. Dr. Buldurini. Creo que son dos los

argumentos, por un lado, el principio general de por qué hay un Fuero especializado

en esto, que no es una cuestión meramente de organización administrativa sino que

tiene un fundamento de base que trasciende la mera política criminal y que tiene

que ver con la menor culpabilidad de las personas menores de edad, no es un dato

científico, las personas, los niños, niñas, adolescentes que van entre los 16 y 18

años, que es la edad de punibilidad en nuestra legislación, tienen una menor

culpabilidad que está dada por el grado de desarrollo psicológico evolutivo que

tiene que ver con la cuestión física, el cerebro de las personas, de los seres humanos

se continúa desarrollando, inclusive, en los primeros años posteriores a los 20; esa

es la base de por qué el Derecho Penal Juvenil es un derecho que tiene esta

especialización, es decir, menor culpabilidad. ¿Por qué no bajar la edad de

punibilidad? Este es un dato científico de la realidad, ahora, desde el punto de vista

ya más estrictamente jurídico, y si bien no está de esta manera en la Convención de

los Derechos del Niño, la observación general 24 del Comité de los Derechos del

Niño, insta, si bien no impide ni obliga a los Estados, porque es una observación

realizada por el Comité y eso no está firmado por los Estados pero los Estados sí

han convenido en crear ese organismo que es intérprete de la Convención, insta,

¿2 esta es la palabra que utiliza el Comité, a los Estados a no bajar la edad cuando ya

2la tienen en un nivel determinado. De hecho el Comité entiende que una edad por

la cual no debería bajarse es la de 14 años, pero insta a los Estados que la tienen por

arriba de esa edad, en nuestro caso 16, a no disminuirla en atención a, sobre todo,

esta menor culpabilidad que tienen las personas menores de edad. Dr. Sale. ¿Este
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es su criterio? Dr. Buldurini. Sí, ese es mi criterio, entiendo que es correcto, muestro

país ha sido encomiado y destacado en este aspecto por organismos internacionales

en atención a que se trata de niños, niñas y adolescentes. Dr. Sale. ¿Qué opina del

caso “Córdoba”, por ejemplo, en donde a un menor, inimputable por un hecho

grave, un delito de homicidio, se ordenó una institucionalización sine die,

¿digamos? Dr. Buldurini. La institucionalización sine die, la Corte tiene dicho,

nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación, sobre la base del principio de

culpabilidad disminuida y sobre la base también de lo establecido en la Convención

de los Derechos del Niño, que los niños tienen los mismos derechos y garantías que

tienen las personas adultas más un plus que tiene que ver con esa culpabilidad

disminuida; es decir, si para una persona adulta no es posible una

institucionalización sine die está bien, aquí el embuste de etiqueta, dice la Corte

Suprema de Justicia en la Nación, cuando se dice institucionalización para no decir

prisión preventiva y en realidad es una privación de la libertad con lo cual hay que

darle a ese niño o niña las mismas garantías que hay que darle a un adulto, si no se

puede con un adulto institucionalizarlo, privarlo de la libertad sine die tampoco se

lo puede hacer y, con mayor razón, no se lo puede hacer respecto de una persona

menor de edad. Eso en relación a los niños, niñas y adolescentes que ya han

cumplido los 16 años, si además ya no podemos hacerlo respecto de esos niños,

niñas y adolescentes, con menor razón... Dr. Sale. En el caso de 14 años, el chico

de Córdoba Dr. Buldurini. Es una persona que no es imputable, que la ley establece

al respecto es claro, es investigar el hecho, porque también puede pasar que asuma

una responsabilidad alguien que en realidad no es en atención a que tiene esta no

imputabilidad, y en atención a qué también ha cambiado porque el texto de la 22278

no se ha modificado pero sí se ha modificado algo que para mí me parece relevante,

que son los derechos de la víctima, no existían en aquella época que sí existen ahora

y la víctima si tiene derecho que se establezcan como ha ocurrido el hecho, que

había todo una controversia si en realidad había participado una sola persona o más

personas, es decir, una cuestión relevante también a los efectos de a quién vamos a

juzgar y a quién vamos a condenar y la persona que ha perdido, en este caso un

hijo, tiene derecho a que eso se establezca. Entonces, la ley es clara, debe
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investigarse el hecho y establecerse la responsabilidad, cosas diferente es después

si es punible o no, pero en su caso y, quizás, después una medida del tipo

socioeducativo, etcétera, lo que corresponda según la legislación; pero me parece

que privación de la libertad, no. Dr. Posse. Doctor, esta pregunta se la formula la

sociedad civil, como es medio larga voy a tratar de hacerla de la mejor manera

posible. Usted está concursando para Juez de Menores en la jurisdicción de

Monteros Dr. Bulduríni. Y de Capital también. Dr. Posse. Habitan allí, en Monteros,

comunidades indígenas pertenecientes al pueblo Diaguita, la primera parte de la

pregunta es, si ¿usted tiene formación con relación a los pueblos indígenas?, si es

así ¿cuál sería su formación? La segunda parte es: ¿cuál es su opinión sobre la

tensión de la propiedad comunitaria y la propiedad indígena o la propiedad indígena

con la propiedad privada?; y la tercera parte de la pregunta, que me parece que es

la más específica, dice: ¿qué piensa usted de involucrar o de hacer participar a las

autoridades comunitarias indígenas en la resolución de conflictos con la ley en la

que se vean involucrados menores, varones o mujeres, de la comunidad? Dr.

Buldurini. La primera, ¿es si tengo formación? Nosotros en teoría del Estado, que

es la materia que doy en la facultad, tenemos un primer abordaje sobre eso, además

el inciso 17 del artículo 75 de la Constitución Nacional establece un respeto por los

pueblos indígenas, también en relación a la propiedad y al reconocimiento de la

propiedad comunitaria, cuestión que hay que compatibilizar con la soberanía Estatal

y, en relación especificamente a mi formación sobre esta materia en Derecho Penal

Juvenil, también la observación general 24 del Comité de Derecho del Niño

establece que ha habido un avance en este sentido y que debe ser esto tenido en

cuenta; hay algunas veces, sobre todo con lo que tiene que ver, por un lado, con la

pena pero también con las medidas alternativas, que el Comité insta, no solamente

el Comité sino también la normativa insta a que se aplique prioritariamente en los

Casos que corresponda y que pueda ser aplicable eso, fundamentalmente dándole

_preeminencia a eso y dejando de lado, en la medida de lo posible, la judicialización

del niño, niña y adolescente. En ese caso la solución que a veces tienen las

comunidades, no solamente las indígenas pero, particularmente las comunidades

originarias que tienen muchas veces sistema de resolución de conflictos internas, a
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veces son preferibles eso sobre todo teniendo en cuenta las características que tiene

la comunidad, su idiosincrasia en relación a cómo se atiende eso; por supuesto

siempre sobre la base del respeto de las garantías que establece el Estado argentino,

es decir, no podría irse por arriba de eso, sí quizás por abajo. Cuando se trata de la

imposición de pena a veces ya las propias comunidades han establecido algún tipo

de sanción y en ese caso habrá que detraer de la sanción que se aplique la que ya ha

sido aplicada por la comunidad. Sobre la propiedad privada de las comunidades

originarias, está en la Constitución Nacional, hay que respetarlo en los términos en

que eso se compatibilice con la soberanía Estatal, es decir, las comunidades

originarias forman parte del Estado argentino, no se puede prescindir de eso. ¿Y la

tercera? Dr. Posse. Usted ya, más o menos, abordó la tercera, en realidad, se la

repito, ¿qué piensa de involucrar o hacer participar a las autoridades comunitarias

indígenas en la resolución de conflictos con la ley? Dr. Buldurini. También la

observación general 24 insta a los Estados a darle esa participación en el caso de

que sea conveniente sobre todo para salidas alternativas e incluso previas a la

judicialización y siempre, por supuesto, que la intensidad del delito que se ha

cometido lo permita. Dr. Posse. Usted sabe bien de todo este tema, pero me permito

yo formularle una sola pregunta, en el territorio ¿cómo lo haría? Si usted es Juez

de Monteros, tiene un conflicto dónde hay jóvenes indígenas involucrados Dr.

Buldurini. Se puede ir incluso a la comunidad, es lo que está sugerido, ir a la

comunidad, conocer la comunidad, conocer la idiosincrasia de esa comunidad,

conocer el caso y ahí compatibilizarlo con algo que está en nuestro Código que es

conocer el conflicto de base para sobre la base del conocimiento del conflicto y de

cómo se mueve la comunidad, como también lo advierte la propia comunidad, de

manera que la comunidad no lo sienta como una invasión y se compatibilice,

siempre teniendo en cuenta de que esa comunidad forma parte del Estado argentino;

donde se compatibiliza esa idiosincrasia con la Soberanía Nacional. Dr. Posse.

Muchas gracias, doctor. Se retira de la sala el doctor Guido M. Buldurini. Doctora

Romina Tamara Arguello Montesinos. Ingresa a la sala la doctora Romina T.

Arguello Montesinos. Dr. Posse. Buenos días, doctora, felicitamos por llegar a esa

instanciay como ya conoce el sistema de participación en estas entrevistas, pasamos
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directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Sánchez. Dr. Sánchez.

Doctora, mi pregunta tiene que ver con el perfil y el rol del juez de Menores en el

sistema adversarial en el marco de las audiencias, usted sabe que a lo largo del

proceso hay diferentes etapas y según las etapas también son diferentes los roles

que cumplen los jueces según el tipo de intervención; a su vez en el caso del juez

de Menores tiene esta especialidad, entonces me gustaría saber su opinión acerca

de cuál es el perfil que tiene el juez en base a esos roles que tiene establecido durante

el proceso penal juvenil, cuál sería su criterio, cómo entiende usted que sería la

función de los jueces en las audiencias. Dra. Arguello Montesinos. Antes que nada,

está bueno recordar que el Juzgado de Menores, en este caso el Juez especializado

en juzgamiento de niños, niñas y adolescentes, se rige por el principio de

especialidad, quiere decir que así como lo que es ejecución tiene sus reglas

específicas, de hecho está previsto en un Capítulo aparte dentro del Código

Procesal, justamente porque con respecto a los adultos los niños merecen otro tipo

de tratamiento basado en su menor culpabilidad o culpabilidad disminuida. ¿Cuál

es la distinción, digamos, que tiene que tener presente para mí el Juez especializado

en niños, niñas y adolescentes?, es justamente que el niño necesita un abordaje

basado en el diferente desarrollo tanto físico como psíquico. Si a mí me tocara

ejercer el rol de Juez especializado en niños, niñas y adolescentes, me parece

importante bajar las directivas de que tengo que tener conocimiento desde el primer

momento que hay un niño que haya sido, digamos, aprehendido por la fuerza

policial o que esté vinculado con algún ilícito para poder adoptar cuanto antes las

medidas que correspondan sobre ellos. El artículo 399 de nuestro Código prevé

cuáles son las medidas de disposición provisorias que se ven en la primera etapa

del proceso; yo creo que uno siempre tiene que partir, además de estas reglas

específicas, de todo lo que son los tratados internacionales, las reglas específicas

que regulan la materia, porque nuestro artículo 393, si no me equivoco, es el que

_nos habla de todo el marco internacional que regula especificamente el proceso

“donde hay niños en conflicto con la ley y nos marca pautas y consideraciones que

necesariamente tenemos que tener en cuenta cuando estamos ante un proceso donde

hay niños en conflicto con la ley. Por eso me parece importante saber que, por
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ejemplo, la privación de la libertad, sí a mí me toca ser Jueza de niños, niñas y

adolescentes, para mí la privación de la libertad o sea la disposición provisoria de

un menor en un establecimiento sería de última ratio, intentaría un abordaje íntegro

con las medidas que nos da la intervención de la autoridad de aplicación, de la

Dinay£, la entrega a un familiar, o sea, la familia es fundamental en el apoyo del

niño, es más, si vamos a todo lo que son los Tratados Internacionales y demás y

vamos a la ley 26061, que es una ley nuestra, el artículo 7, si no me equivoco, es el

que nos habla de la familia, de lo importante que es para la contención del niño, las

Directrices de Riad que habla de la prevención de la delincuencia juvenil, también

establecen como muy importante la educación, la familia, y demás. Entonces, me

parece eso muy importante. Si vamos a un juicio, sabemos que en los procesos

donde se encuentran interviniendo niños en conflicto con la ley Penal, el juicio se

divide en dos etapas; una primera etapa vinculada con una eventual declaración de

responsabilidad penal y una segunda etapa que va luego de, eventualmente, si hay

una declaración de responsabilidad penal, podemos después de que se imponen

medidas socioeducativas por el plazo de un año prorrogable por un año más, se

puede llegar eventualmente a una cesura. Á mí me parece muy importante que

hasta el momento de la declaración de la responsabilidad penal siempre tener

presente, vuelvo a lo mismo, que el niño tiene otro componente emocional como

que puede no evaluar cien por ciento las consecuencias de ese accionar; sabemos

también que hay muchos ilícitos que son cometidos por adultos en compañía de

niños, que también se tiene que evaluar eso, que a veces el niño es conducido por

un adulto a cometer un ilícito y demás, todas esas cosas se tienen que evaluar al

momento de una responsabilidad penal y, eventualmente, en una censura de pena,

ahí es lo que nos marca el artículo 4, del decreto ley 22278, que es el Régimen Penal

de Minoridad, que actualmente sigue vigente en nuestro país, que es que una vez

que alcanza la mayoría de edad el niño, se tienen que evaluar necesariamente. Me

tocó estar en una cesura, siempre la recuerdo porque era un delito grave, era un

homicidio y se tenía que evaluar, digamos, el resultado de todos los informes que

en ese caso lo había hecho la Dirección de Juventud; todo el resultado de las

medidas habían arrojado que el niño había podido internalizar las consecuencias de
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su accionar, en el lugar me acuerdo que él aprendió oficios, él estaba alojado, estaba

internalizado en El Roca, había aprendido oficios, ayudaba a sus compañeros, tenía

contención de su madre, era algo que realmente las medidas socioeducativas

arrojaban como resultado una comprensión de ese ilícito y una posibilidad sobre

todo de readaptación y de resocialización de la vuelta a la sociedad de esa persona,

y se determinó que no era necesario imponer una pena. Entonces, me parece que si

vamos al rol, siguiendo su pregunta doctor, me parece que el juez o jueza, en este

caso si a mí me tocase ejercer el rol, me parece que estaría bueno, que es una

falencia que yo sí veo, antes, cuando se disponen las medidas socioeducativas o de

la autoridad de aplicación, ya sea la Dirección de la Juventud o la Dinayf, parece

importante fijar bien las directivas de qué tienen que contener esos informes, porque

a veces llegan incompletos y entonces uno dice acá falta ver si él ha internalizado

realmente, me parece muy importante siempre disponer un tratamiento psicológico,

me parece siemipre importante que estén dispuestos a todo el tema de la familia,

siempre dar intervención a la familia, si no está la familia a un tutor o guardador.

Dr. Posse. Doctora, esta pregunta la leo yo pero la fórmula la sociedad civil. ¿Usted

concursa para Jueza de Menores en Monteros? Dra. Arguello Montesinos. Sí,

doctor. Dr. Posse. La pregunta es medio larga, en atención a que en la jurisdicción

de Monteros habitan comunidades indigenas pertenecientes al pueblo Diaguita, la

primera parte de la pregunta es, ¿usted tiene formación en derecho de los pueblos

indígenas? Si las tiene ¿cuáles? Dra. Arguello Montesinos. No, no tengo formación

específica en comunidades, pero sí tengo formación específica en Derecho Penal en

Litigación y, actualmente, me encuentro cursando, estoy por culminar la Escuela

Judicial que nos da un abanico de herramientas para poder analizar cada caso

concreto y, específicamente, la de las comunidades indígenas. Dr. Posse. ¿No trató

el tema pueblo indígena todavía? Dra. Arguello Montesinos. Todavía no, doctor.

Dr. Posse. En tal caso si es que puede contestar esta pregunta, ¿cuál es su opinión

sobre la atención de la propiedad comunitaria indígena y la propiedad privada? Dra.

Arguello Montesinos. El tema de las comunidades originarias es un tema que ha

sido bastante tratado, es un tema muy importante que tiene su propia regulación

específica en el sentido de todos los tratados y que vienen protegiendo lo que son
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las comunidades originarias, para mí, antes de tomar cualquier decisión que

involucre tensiones de derechos que pueden ser comunidades originarias, puede ser

también otro tipo de comunidades que tengan sus propios derechos, por ejemplo,

en usurpaciones y demás, hay que tomarlo con los mayores recaudos posibles, me

parece importante siempre oír a todas las partes involucradas en el conflicto, sobre

todo en este caso, las comunidades por lo general se manejan con representantes,

siempre recibirlos, siempre escucharlos, siempre tener en cuenta sus intereses antes

de cualquier decisión que se adopte. Dr. Posse. Con eso contestaría la tercera parte

de la pregunta que es ¿qué piensa de involucrar o hacer participar a las autoridades

comunitarias indígenas en la resolución de conflictos con la ley en la que se vean

involucrados jóvenes, mujeres o varones indígenas? Dra. Arguello Montesinos.

Para mí, en cualquier proceso necesitamos escuchar a todas las partes, si yo fuese

jueza, en cualquier proceso en el que yo me encuentre interviniendo, escucharía a

las partes. No se puede olvidar que en las comunidades indígenas también hay

niños, también hay mujeres embarazadas de extrema vulnerabilidad por lo cual a

mí me parece súper importante dar intervención y escucharlos siempre antes de

cualquier decisión que se adopte. Dr. Posse. Si usted es Juez y está en la jurisdicción

Monteros y el conflicto se desarrolla en Colalao del Valle Dra. Arguello

Montesinos. Una buena práctica es poder asistir al lugar, creo que es óptimo para

poder tomar una decisión tan importante como esa cuando se involucran tantos

intereses en juego, poder estar en el lugar y poder conocer exactamente la realidad

con la que se vive; me parece una buena práctica el poder concurrir al lugar sea en

Colalao del Valle o en cualquier otro lugar y asistir con profesionales

interdisciplinarios también, porque el juez tiene el conocimiento jurídico pero

también puede dotarse de otras herramientas sociales, culturales y demás que nos

dan otros tipos de profesionales y asistir al lugar del hecho para contar con mayor

información. Dr. Posse. Muchas gracias, doctora. Se retira de la sala la doctora

Romina T. Arguello Montesinos. Doctor Fernando Cano. Entrevista. Ingresa a la

sala el doctor Fernando Cano. Dr. Posse. Buenos días, doctor. ¿Esta es su primera

entrevista? Dr. Cano. Sí, doctor. Dr. Posse. En primer lugar, lo felicitamos por haber

llegado a esta etapa; y en segundo lugar, como conocemos sus antecedentes que
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están presentados en el Consejo pero queremos que, brevemente, nos cuente algo

de su vida. Dr. Cano. Mi nombre es Fernando Cano, tengo 39 años, cursé mis

estudios universitarios en la Universidad Nacional de Tucumán y me terminé

recibiendo en la Universidad del Norte Santo Tomás de Aquino, me recibí primero

de procurador, luego de abogado; estoy casado, tengo una hija de 6 años. Al

momento de recibirme empecé a ejercer la profesión libre, la ejercí hace 15 años,

aproximadamente, comencé ejerciendo en gran parte en cuanto al Derecho de

Familia, Derecho Civil y, particularmente, casos concretos en cuanto al Derecho

Penal y, posteriormente, me desempeñé como apoderado en ciertas reparticiones de

la Administración pública como ser el Ministerio de Educación, Caja Popular de

Ahorros, y me especialicé en posgrado en la materia en Derecho de Familia en la

Universidad Nacional de Tucumán; me recibí de mediador, me especialicé también

como mediador y, posteriormente, me presenté en un concurso para ingresar al

Ministerio Público Fiscal en el año 2019, ingresé por concurso, me desempeñé en

la Secretaría Judicial, trabajé en el proyecto de Reforma en el año 2020 para hacer

frente al Sistema Acusatorio Adversarial, tanto en los procesos de régimen penal

juvenil como de ejecución. Posteriormente, a fines de 2020, me nombraron auxiliar

fiscal y ejercí esa función en distintas unidades fiscales, tanto en el Centro Judicial

Capital como en el Centro Judicial de Concepción, en Fiscalía como ser Robo y

Hurto, Flagrancia, Delitos contra Propiedad y, actualmente, me desempeño como

Auxiliar Fiscal en la Unidad Fiscal de Integridad de Abuso Sexual n* 1. También

en el área Penal me especialicé en la Universidad de Chile, en la Universidad

Hurtado en Técnicas de Litigación Penal, en la Universidad de Salamanca y,

actualmente, me encuentro culminando mis estudios en la Escuela Judicial, la

formación de Magistrado, en mi último año y en la Escuela del Ministerio Público

Fiscal en convenio con la UBA, la especialización Penal, también culminando este

: siempre una persona muy deportista, he practicado desde los 10 años rugby durante

12 años, actualmente practico múltiples deportes, fútbol, paddle, squash, y mis

tiempos libres también los uso para eso, específicamente los dos procesos
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especiales en los cuales me encuentro en la entrevista hoy son procesos que me

interesan mucho, hablo del régimen penal juvenil y del proceso de ejecución; y

bueno, también compartir con mi familia, con mis amigos. Dr. Posse. Tiene la

palabra el doctor Sale. Dr. Sale. Doctor, felicitaciones por haber llegado a esta

instancia. La pregunta es la siguiente, prácticamente es una pregunta de opinión,

últimamente está muy en boga el tema de la baja de imputabilidad de menores, de

la edad de imputabilidad de los menores; si usted debiera convencer a personas que

tienen opiniones distintas a las suyas sobre la baja de imputabilidad ¿cuáles serían

sus argumentos jurídicos, biológicos, por lo que usted fundamentaría una posible o

no baja de imputabilidad, baja de edad de imputabilidad de menores? Dr. Cano.

Partiendo de la base de la formulación de la pregunta que tengo que esforzarme por

convencer para la baja de la punibilidad Dr. Sale. Baja o no, depende cuál es su

posición. Dr. Cano. Mi posición es que no corresponde la baja de la punibilidad,

tengo mi fundamento por los cuales considero que no corresponde. Dr. Sale. Si yo

le digo que me convenza a mí porque yo digo hay muchos chicos que delinquen,

hay una sociedad que está pidiendo que baje la edad de imputabilidad. Dr. Cano.

Usted me pide que lo convenza, entiendo que sería, simplemente, haciendo un

análisis de la respuesta estatal que deberíamos dar en cuanto a los menores no

punibles, esto tenemos que hacer una diferenciación de los conceptos de no

punibilidad, de imputabilidad y de procesabilidad. En cuanto al concepto de no

punibilidad, que nos circunscribimos en la Ley 22278, en su artículo 19, que habla

de los menores circunscribiendo a no punibles, los menores de 16 años y mayores

de 18, y tampoco en cuanto a acciones privadas ni que la pena pública que exceda

a dos años, entendiendo esto de que quedan fuera de esto, y hablando de la

imputabilidad que hace a comprender la criminalidad de los delitos, la capacidad

que “tienen, y esto hace alusión al Código de fondo, el artículo 34, y la

procesabilidad. Es muy interesante el concepto de la procesabilidad que utilizó la

Provincia de Entre Ríos, en la cual se encuentra la ley comentada, la Ley 10450,

del año 2016, en donde hizo una obra el jurista Barbirotto, quien es juez Penal de

Niños, Niñas y Adolescentes, en donde ellos trabajan, creo que en el artículo 77, el

concepto del procesable, que son esa franja etaria de 14 a 16 años en el cual
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nosotros, simplemente, lo tenemos como un niño, niña y adolescente no punible.

Entonces, la respuesta hoy, ante un delito, la respuesta estatal que damos ante un

delito en nuestra Provincia es encargada del órgano proteccional, del órgano del

Ministerio de Desarrollo, de ver cuál es el abordaje interdisciplinario que podemos

hacer porque es fundamental trabajar sobre la responsabilidad subjetiva de entrada

de que ese niño, niña o adolescente cobre dimensión del daño que causó y ver cuáles

son las situaciones de vulnerabilidad que están ocurriendo para abocarnos, porque

puede llegar a ser un caso grave. Lo que hace muy interesante la Provincia de Entre

Ríos es que el procesable sigue siendo un sujeto de derecho, se le reconocen todos

los derechos y garantías de la niñez y lo que hace es por dos cuestiones; primero,

por el derecho a la víctima, la cual no nos olvidemos que es la damnificada de ese

delito, se le reconoce ese derecho a la verdad material de los hechos, es importante

porque si no una extinción de la acción por el simple hecho de la no punibilidad es

como que no le estamos dando una respuesta adecuada a esa víctima e inclusive con

el imputado también sería estigmatizante decirle, simplemente analizar, está

extinguida y se lo sobresee por no punibilidad cuando en orden de prelación de las

causales de sobreseimiento sería importante para él también analizar, investigar el

hecho y que él sea sobreseído, quizás, porque no fue autor del hecho; entonces

entiendo que también es una mirada justa para todos, viendo que hoy tenemos como

legislación de fondo el Decreto-Ley n? 22278, del año 1980. Posterior a esto, en

1989, ya viene la Convención de los Derechos del Niño, a través del Comité de los

Derechos del Niño, las Reglas de Beijing, las Reglas de Tokio, las Directrices de la

Riad y las Reglas de Brasilia. Es importante armonizar, si bien entiendo que ha sido

un progreso importantísimo el nuevo Código Procesal en el tratamiento

especializado en el Título V, de “Reglas Especiales para Niñas, Niños y

, : Adolescentes”, desde el artículo 393, es fundamental, porque ya nos incorpora la

aplicación de toda esta normativa. Entiendo que sí sería importante armonizar con

la legislación de fondo y ahí es donde veo una oportunidad, al momento de tratar

sun procedimiento especial, de tratar a estos procesables como lo hace, por ejemplo,

esta Provincia, para poder dar una respuesta más adecuada tanto a la víctima, a la

sociedad y al imputado. Dr. Sale. ¿Procesables? ¿Cómo serían los procesables? Dr.
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Cano. Están sometidos a procedimientos, tienen el derecho a ser oídos, se les

desarrolla el proceso. Incluso al final del artículo 1 de la Ley n” 22.278 dice, hace

alusión, que deberá ser investigada la comprobación de los hechos. Entonces, sería

importante, a pesar de su no punibilidad, continuar la investigación de los hechos y

esto hablo de “procesable”, que se someta a todos los derechos y garantías que le

ofrece el ámbito del corpus iure que están establecidos en nuestro artículo 393 de

nuestro Código Procesal, y que se llegue al final, más allá de tener en cuenta de que

no se le podría aplicar pena, es no punible, pero sí investigar la verdad material de

los hechos. Dr. Cossio. ¿Esa no es una forma encubierta de bajar la imputabilidad?

Dr. Cano. Entiendo que no, porque la no punibilidad, o sea la no aplicación de pena,

sería importante para poder hacer un abordaje del menor y establecer cuáles son las

condiciones que lo llevaron a delinquir. Dr. Cossio. Yo no veo la razón por la cual

usted me esté convenciendo a mí de que no bay que bajar la edad de imputabilidad.

Dr. Cano. La razón, entiendo que no cambiaría la criminalidad en cuanto

estadísticamente los números, ya que considerando que aproximadamente entre el

4 y el 5 % de los delitos son cometidos por niños, niñas y adolescentes, y dentro de

eso, aproximadamente, el 75 % son delitos contra la propiedad; es ínfimo el

porcentaje en cuanto a los delitos de gravedad. Entiendo que no resolvería el

problema de la conflictividad y la criminalidad bajar la edad de punibilidad.

Además, de que la normativa convencional a la cual estamos adheridos mediante el

artículo 75, inciso 22, lleva e impulsa a los Estados a no bajar la edad de punibilidad

—es una obligación de parte de nuestro Estado- y a mantenerla en el caso de que la

tengamos elevada —como la tenemos nosotros, de 16 años- donde hay otras

normativas internacionales que tienen menor edad. Dr. Posse. Doctor, el tema de la

estadística, del 4 o el 5 % de los delitos los cometen menores, ¿de dónde surge? Dr.

Cano. No, no es una estadística oficial; es lo que pude trabajar yo personalmente en

el análisis. Yo me hago cargo, no es algo oficial. Dr. Posse. Muchas gracias. Yo le

hago una pregunta que solamente la repito, porque es una pregunta de la sociedad

civil. Usted está concursando para Juez de Menores de Monteros, también. Dr.

Cano. Así es y para Juez de Ejecución. Dr. Posse. La pregunta dice así: “En la

jurisdicción de Monteros habitan pueblos indígenas pertenecientes al pueblo
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no sé cuál es su criterio- si se debería o no bajar la edad de imputabilidad. Dr.

Ghío. Bueno, terminantemente no. En principio hay varias razones. Primero y

principal, el menor es una persona en desarrollo; como tal tiene ciertas

particularidades al momento de su juzgamiento, por eso determina que tenga una

protección normativa distinta al adulto. Esa protección normativa, tanto nacional

como internacional, determina, a su vez, que los logros que se obtuvieron no puedan

ser regresivos, no puedan volver atrás. La ley argentina establece que 16 años es la

edad mínima para definir la responsabilidad penal del menor de edad. No podemos

volver atrás por un principio de no regresividad de los derechos humanos. Punto

uno. Hay otros estados nacionales que tienen, por supuesto, edades menores -12,

13, 14, 15- pero creo que están en una etapa anterior de protección de los Derechos

Humanos que la Argentina. En segundo lugar, entiendo que son posturas

electoralistas, si se quiere, que no van a solucionar absolutamente en nada el

problema de la delincuencia de menores de edad. Yo tuve la oportunidad de ser

durante casi tres años secretario de un juzgado de Instrucción Penal y de Menores

—el único juzgado de la Provincia con la doble competencia- y esto me dejó en claro

varias cosas. La primera, por cada menor que comete un delito, hay

aproximadamente entre 40 y 50 mayores que cometieron un delito. La estadística

de la delincuencia juvenil es mínima comparativamente a la delincuencia de

mayores. Punto dos, de la experiencia diaria —por supuesto que esto es ampliamente

discutible y ampliamente estudiable- hay tres tipos de menores que delinquen.

Perdón la palabra: el changuito que por mala juntas y por pertenecer a cierto grupo

social va y roba una panadería o lo que sea; el chico que lamentablemente cayó en

las drogas y lo usa para satisfacer sus necesidades; y el chico que lamentablemente

y esto tengo casos estudiados- fue víctima de un abuso sexual y comete otros

abusos sexuales durante su adolescencia o durante su adultez. Cualquiera de estos

tres tipos de personas que cometen delitos no se solucionan bajando la edad de

imputabilidad ni mucho menos. El Estado tiene que estar absolutamente presente,

no sólo a través de la Justicia, sino a través de todos los organismos pertinentes para

el cuidado y protección de los menores de edad, niños, niñas y adolescentes. Así

que la respuesta es no; con la baja de la edad de imputabilidad no hacemos
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intimidad. Por lo tanto, hay que tener en cuenta eso, resguardar su identidad y no es

conveniente una publicidad. Pero también se habla de publicidad en el sentido de

que tome conocimiento él de los elementos que hay en la investigación, de lo que

se lo acusa, de qué pruebas hay. Si damos a publicidad en ese sentido, él tiene que

tener conocimiento de todos los elementos que hay en el proceso en el cual se lo

acusa. Pero si vamos a la publicidad en cuanto a que la sociedad tome conocimiento

de la causa o del hecho en el que está incriminado, se debe resguardar su nombre y

en el juicio se tiene que preservar su intimidad, pero también escucharlo, escuchar

en la búsqueda. Dr. Cossio. Doctora, usted como jueza tiene dos derechos en pugna:

la libertad de prensa y la preservación de la intimidad del menor, ¿cuál haría

prevalecer usted? Ahí va la pregunta. ¿Se debe cuidar la identidad del menor si se

publica en la prensa el caso? ¿Hay conflicto o no? Dra. Escobar. El nombre del

menor, obviamente la sociedad quiere conocer si hay un hecho grave y en el que

han intervenido mayores y menores, no es que la sociedad no tiene que estar

informada. Lo que hay que resguardar es en cuanto al nombre del menor y su

contexto, su familia, de manera que no sufra represalias. Dr. Cossio. Le hago la

pregunta más concreta: siendo usted Jueza de Menores, ¿autorizaría la presencia de

la prensa en una audiencia? Dra. Escobar. No; pero sí tomaría en cuenta la opinión

del menor, porque tiene que ser consultado. Dr. Cossio. Bien. Dr. Posse. Muchas

gracias, doctora. Dra. Escobar. Gracias a ustedes, que tengan buen día. Se retira de

la sala la doctora Ana C. Escobar. Doctor Félix Maximiliano Ghío. Entrevista.

Ingresa a la sala el doctor Félix M. Ghío. Dr. Posse. Buenos días, doctor, ¿cómo le

va? Dr. Ghío. Buenos días. Dr. Posse. En primer término, lo felicitamos por haber

accedido a esta instancia de muevo. Usted ya conoce de qué se trata, así que

pasamos, si le parece, directamente a las preguntas. Usted está concursando para

Capital, entonces, le va a formular la pregunta el doctor Carlos Sale. Dr. Sale.

Buenos días, doctor. Felicitaciones, ya hemos tenido oportunidad de verlo en otro

momento. Últimamente se ha puesto en boga en la prensa nacional y provincial

entre los distintos candidatos para las próximas elecciones, el tema de bajar la edad

de imputabilidad de los menores. Si usted debiera explicarle a alguno de estos

candidatos cuál es su criterio, en qué se respalda el criterio para bajar o no la edad
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descentralización? Dra. Escobar. Todas las reglas de la ONU y de la Convención

de los Derechos del Niño establecen como última medida el internamiento del

adolescente; entonces, se busca recurrir a otras medidas, como ser acercarlo más a

la familia, ver quién puede ser el apoyo; o sea, primero hay que ver cuáles son los

factores que influyen para que haya cometido un delito a los efectos de procurar la

recuperación del menor. Entonces, buscar, digamos, que a través de la familia, de

la sociedad, de la comunidad, se pueda recuperarlo. Entonces, de esa forma, el

internamiento es como último recurso. En realidad es una privación de la libertad —

no le llamamos prisión preventiva- pero en el menor le llamamos internamiento;

pero se lo busca reeducar, se busca que —como último recurso- cuando está

internado, formando más que nada a través de la educación. Dr. Albarracín. Y

atendiendo a esos fundamentos que usted me dice y a la realidad que yo le planteo,

¿haría falta creación de algún centro en el Interior? Dra. Escobar. Por cercanía

familiar, cuanto más centro haya, de acuerdo a la necesidad también, porque son

pocos casos, pero lo que se busca es que se comprometa a la familia en la

comunidad, en la sociedad, en la recuperación del menor. Es importante estar cerca

de la familia. Entonces, si el adolescente es del Interior, es necesario un centro en

ese lugar. O sea, el núcleo familiar, la familia extensa, quienes están en mejores

condiciones de colaborar para que el menor salga adelante y recuperarlo. Dr.

Albarracín. Gracias. Dr. Cossio. También tenemos una pregunta de la ciudadanía,

que se la va a formular el doctor Albarracín. Dr. Albarracín. Dice así: “Se han

producido audiencias judiciales sobre adolescentes, presuntos infractores, en la que

se les permitió el acceso a los medios de comunicación, prohibiéndole la difusión

de nombres y características que lo identifiquen, pero permitiéndoles publicar

notas. ¿Cuál es su opinión acerca de la presencia de los medios de comunicación en

audiencias sobre causas en las que un adolescente esté imputado?” Dra. Escobar.

Bueno, tomando en cuenta la normativa del corpus ¡uri de los adolescentes, ahí dice

que en la publicidad se tiene que tener en cuenta la opinión del adolescente, pero se

tiene que reservar su intimidad. Entonces, una de las disposiciones decía eso, que

se tenía que consultar; siempre es importante escucharlo, oírlo y que se tome en

consideración su opinión en los distintos procesos, pero también resguardar su
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quienes tenemos los deberes, que en principio son la familia, la sociedad y el

Estado. El juez de menores forma parte del Estado y debe resguardar desde el

primer momento los intereses del niño. Si bien es cierto que la sociedad debe recibir

información, es importante la comunicación entre el sistema judicial y la sociedad

con el objeto de que se pueda entender cuál es la procedencia, el menor no debe ser

expuesto, por eso nos piden —siempre se pide- y es respetuoso de esa intimidad que

solo se mencionen causas con siglas y no se mencionen nombre ni apellido. Por lo

tanto, entiendo que en la formulación de cargos, en cualquier instancia en la que

debamos resguardar la intimidad del menor, no debe publicitarse, no debe

ingresarse a las audiencias virtuales la prensa con ese objeto. Dr. Posse. Bueno,

muchas gracias a usted, doctora. Dra. Raddi. Muchas gracias, que tengan buen día.

Se retira de la sala la doctora Elizabeth M. Raddi. Doctora Ana Cecilia Escobar.

Entrevista. Ingresa a la sala la doctora Ana C. Escobar. Dr. Posse. Buenos días,

doctora y felicitaciones por estar aquí. Dra. Escobar. Muchas gracias. Dr. Posse.

Pasamos a las preguntas, directamente. Tiene la palabra el doctor Edgardo Sánchez.

Dr. Sánchez. Mi pregunta es concreta y apunta a saber su opinión acerca de cuál

considera usted que es el perfil que debe tener el Juez de Menores, en función del

rol que debe cumplir como Juez de Menores en el desarrollo del proceso, en las

diferentes audiencias y etapas del proceso. Dra. Escobar. O sea, en primer lugar

tiene que estar formado en niñez; tiene que trabajar en forma coordinada con los

organismos del Poder Ejecutivo, con la Dinayf, con la Dirección de Juvéntud, o sea

indica también los protocolos a efectos de poder abordar en forma adecuada y

resolver en forma adecuada, también, las cuestiones en las cuales el menor ha estado

en conflicto con la ley penal a los efectos de buscar lograr la recuperación del

adolescente, ya sea a través de la realidad tutelar, la medida socioeducativa o —como

último recurso- una prisión preventiva, efectiva, digamos, pero como último

3 recurso. Dr. Sánchez. Gracias, doctora. Dr. Posse. Tiene la palabra el doctor Raúl

“Albarracín. Dr. Albarracín. Doctora, hay una realidad totalmente distinta entre el

Interior y la Capital, y los menores en el cumplimiento de las medidas de seguridad

o de internaciones se centralizan en los dos institutos de aquí, de la Capital. ¿Qué

análisis me hace de ese contexto y de esa realidad y de la necesidad de una
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que son posturas positivas en cuanto a la comprensión —- como ya dijimos- que

estamos hablando de un sujeto de derecho en desarrollo. Entonces, todo esto que

este proyecto tiene presente, me parece positivo. Entonces, quizás el hecho de que

algunos legisladores entiendan que debemos bajarlo y otros —como esta diputada-

que entiende que podemos modificar muchas cosas, manteniendo igual la edad. Dr.

Sale. Para mí es suficiente. Perfecto. Dr. Sale. Tiene la palabra el doctor Raúl

Albarracín. Dr. Albarracín. Doctora, se encuentra centralizada la internación o el

cumplimiento de medidas de seguridad por parte de menores aquí, en la Capital y

es evidente de que existe una diferente idiosincrasia con los del Interior. ¿Cómo

analiza usted esta necesidad y este contexto? Dra. Raddi. Acá tenemos dos centros

muy importantes, que son el Goretti para las chicas y el Roca para los varones. Hay

algo importante que destacar: los niños, niñas y adolescentes tienen todas las

garantías y derechos que se reconocen por la Convención de los Derechos Humanos

más derechos especiales, que tienen que ver con su protección. Nosotros veíamos

que las Reglas de Tokio, por ejemplo, tienen distintas directrices en cuanto a cómo

debe ser la privación de libertad. Entonces, una de las directrices que tenemos que

tener en cuenta es la cercanía familiar, la necesidad de ese contacto físico y real que

deben tener los menores en su etapa de construcción de ese ciudadano que debe

reinsertarse en la sociedad con un proyecto constructivo para todos los miembros

de la sociedad. Me parece muy importante. Y también me parece importante no solo

por la proximidad familiar, sino por la necesidad del juez, que es quien debe

supervisar el avance y que debe estar en contacto, debe también acercarse

físicamente sin mayores dificultades a ver realmente cómo va esa evolución y a

percibir con todos sus sentidos, en vivo y en directo —por decirlo de alguna manera-

cómo está ese menor que está bajo su custodia. Eso me parece importante y me

parece que sería muy productivo. Dr. Albarracín. Gracias, doctora. Dr. Posse. Le

voy a formular una pregunta de la sociedad civil, que se la leo: ¿Cuál es su opinión

acerca de la presencia de los medios de comunicación en audiencias sobre causas

en las que un adolescente esté imputado? Dra. Raddi. ¿La presencia de la prensa?

Dr. Posse. Exactamente. Dra. Raddi. El niño tiene el derecho a la intimidad y

quienes somos los encargados de resguardar los derechos de los niños somos
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También debemos tener en cuenta que al momento de instaurarse este pedido social,

vamos a darnos cuenta de que no hay una incidencia en lo que es la seguridad con

los hechos cometidos por menores de 14 y 15 años. Es decir que tampoco tendría

una razón de ser la modificación por este llamado “clamor popular”. Por otro lado,

también tenemos influencia de la publicidad de la prensa respecto de hechos

cometidos por menores. También tenemos que tener presente que nosotros partimos

en el régimen de menores de una idea de culpabilidad disminuida. Si nosotros

tenemos presente que estamos tratando personas en evolución y desarrollo, tenemos

factores biológicos físicos que son invariables y tenemos factores jurídicos que

tienen que ver con factores históricos y culturales, que son los que pueden variar.

Entonces, este pedido, el clamor que está siendo escuchado por los legisladores,

tiene que ser también entendido en cuanto a todo el bloque constitucional y leyes

internacionales. Por otro lado, los dos proyectos que están en Diputados y que uno

plantea 14 y 15 años, son proyectos que tienen partes positivas en cuanto a la

reforma de la ley y encuentro negativo la disminución de la edad. Pero también hay

otro proyecto que quizás sea importante mencionarlo, que es de María Eugenia

Altaniello, que es una diputada de Chubut que es psicóloga, que en su proyecto no

baja la edad de punibilidad, la mantiene en los 16 años, y tiene muchas cosas

interesantes, como ser el planteo del plazo razonable de que el menor no puede

llegar a 20 años sin tener una resolución de su conflicto con la ley penal; también

tiene, por ejemplo, especificamente contemplado que la prisión preventiva tiene que

ser siempre por el menor tiempo posible. También establece una suba en cuanto a

la pena de los delitos que tienen que tener a partir de ese monto, que sería a partir

de los 3 años y no de los 2, como está actualmente, implicancia en cuanto a la

punibilidad del menor. Y algo que me pareció muy interesante es que en este

momento la ley nos dice que el juez podrá aplicar la escala de la tentativa. Como

todos sabemos, la escala de la tentativa en el 44 nos dice que es una disminución de

” untercio y la mitad en el máximo. Ella propone algo diferente, propone que se trate

> de una mitad en el mínimo y un tercio de la escala mayor. Ejemplo práctico: el

homicidio simple contemplado en el 79 que es de 8 a 25, estaría quedando con una

escala de 4 años a 8 años, porque seríaun tercio de los 25 años. Todo esto entiendo
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Martinez Terán. Muchas gracias a ustedes. Buen día. Se retira de la sala el doctor

Osvaldo C. Martínez Terán. Dr. Posse. Pasamos a un breve cuarto intermedio de 15

minutos. Es la hora 11.05. A la hora 11:30: Doctora Elizabeth Myriam Raddi.

Entrevista. Ingresa a la sala la doctora Elizabeth M. Raddi. Dr. Posse. Buenos días,

doctóra. Bueno, usted ya estuvo anteriormente en esta instancia así que la

felicitamos de nuevo y pasamos directamente a las preguntas. Dra. Raddi. Perfecto.

Dr. Posse. Tiene la palabra el doctor Carlos Sale. Dr. Sale. Buenos días, doctora.

Felicitaciones por haber llegado a esta instancia y ya ejerciendo como jueza, así que

la pregunta va a ser una pregunta de opinión. En estos últimos días hubo una especie

de debate en la prensa de candidatos a las próximas elecciones respecto de la baja

de la edad de imputabilidad de los menores. Hay algunos que refieren que es lo que

la sociedad está pidiendo, que es un clamor popular. ¿Cuál es su posición y, además,

los argumentos que usted tendría para rebatir a alguien que quiera disminuir la edad

de imputabilidad de los menores? Dra. Raddi. Bien, doctor. A nivel nacional son

tres los candidatos que tienen la misma posición en cuanto a bajar la escala, la edad

a 14 años; a nivel provincial hay distintas opiniones. Entiendo que no sería positivo

en tanto que los 16 años que hoy están contemplados son un avance respecto a los

14 años que estaban en la “Ley Agote” y que fue una evolución. Entonces, basados

en el principio de progresividad, sería contraproducente retrotraernos en la edad.

También tenemos que tener en cuenta que el Comité de las Naciones Unidas, que

se encarga de controlar la aplicación de la Convención de los Derechos del Niño,

ya tuvo una mención directa a la Argentina en el año 2018, en el mes de junio, en

la que se hizo referencia a varios puntos. En primer lugar, demostró su

preocupación, porque se sigue aplicando una ley, como la 24.078, que es una ley

de 1980 en tanto la Convención es de 1989, convención que ya forma parte del

bloque constitucional y que no es conteste con la ley que tenemos en este momento.

Así y todo fue modificada por la 22803; este avance entre la Ley de Patronato,

también llamada Ley Agote, instauró la edad en 16 años. No tenemos que perder de

vista esta recomendación que ya se hizo en el año 2018. También tenemos otro

fundamento jurídico, que son las Reglas de Beijing, que nos dice en su artículo 6.1

que siempre tiene que ser una tendencia a no disminuir la edad de punibilidad.
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comunitarias indígenas en la resolución de conflictos con la ley en la que se vean

involucrados jóvenes, mujeres o varones indígenas? Dr. Martínez Terán. Entiendo

que también está previsto en el Código Procesal, que tomen parte del proceso —

como dijo recién- ya sea como parte involucrada y también como un tercero

interesado. Dr. Posse. Y como juez, ¿usted qué haría en ese caso? Dr. Martínez

Terán. Le permitiría que participen. Dr. Posse. Correcto. Y en el terreno, si el

conflicto no fuera específicamente en la Ciudad de Monteros, que generalmente no

lo son, sino suponga un conflicto en Amaicha, ¿usted qué haría? Dr. Martínez

Terán. ¿En jurisdicción de Monteros? Dr. Posse. En jurisdicción Monteros, si usted

es juez y el conflicto se da en Amaicha y hay menores involucrados, ¿qué haría

usted como juez? Dr. Martínez Terán. Sí, les doy participación a las comunidades

originarias. Dr. Posse. ¿Solamente? ¿El único método? Ya comentó que obviamente

les va a dar participación, eso está claro. ¿Y cómo más se involucraría usted? Ya

como juez, ya no le estoy pidiendo eso. ¿Qué más haría? Dr. Martínez Terán. Bien.

Con equipos interdisciplinarios, analizar la situación de esa persona que está en

conflicto con la ley penal si está en condiciones, también, de responder a ese

estímulo que debe tener el juez en cercanía con la sociedad, con organismos

interdisciplinarios o también de la misma comunidad donde él vive. Dr. Posse. ¿Se

quedaría en el despacho o vería el lugar? Dr. Martínez Terán. Presencialmente,

doctor. Dr. Sale. Hemos tenido juicio que hemos salido. ¿Se acuerda usted de ese

juicio de la Sala V de la Cámara Penal, que se ha ido a hacer el juicio en San Pedro

de Colalao? Dr. Martínez Terán. Hemos tenido uno en San Pedro y también uno en

Amaicha, el año pasado. Me tocó vivir como auxiliar de fiscal en un convenio de

juicio abreviado, donde estaba la comunidad, donde dos personas habían sido

víctimas de abuso sexual y donde participó la comunidad de Amaicha. Dr. Sale. Se

trasladó el Órgano al lugar. Dr. Martínez Terán. Sí, se trasladó el órgano

. Jurisdiccional, los jueces se trasladaron; la doctora Arce, y a nosotros, del Ministerio

Público Fiscal, no nos permitieron viajar por el motivo de que decían que podía

interferir y generar un conflicto que no lo iban a sostener en la seguridad. Pero salió

bien, hemos podido salir airosos de esa situación y con el abreviado aprobado por

la doctora Arce. Dr. Posse. Muchas gracias, doctor. Que tenga buen día. Dr.
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de ese perfil, desempeñar su rol como juez. ¿Cuál es su opinión acerca del perfil y

del rol del juez de menores en el sistema adversarial? Dr. Martínez Terán. Mi

opinión es que tiene que ser un juez totalmente involucrado con la especialidad.

Entiendo que el juez tiene que estar comprometido con la temática, con la

especialidad —usted bien lo dijo- y tener una realidad social acorde a la temática que

involucran la problemática del menor en conflicto con la ley penal. Puedo decir que

también en los casos que se ha planteado una unificación, la defensa había planteado

la unificación de procesos y en uno ya había cumplido la mayoría de edad. La

defensa lo planteó y el Ministerio Público no se opuso; y el juez resolvió que no se

correspondía, porque son dos tratamientos distintos y la especialidad amerita

régimen distinto para el menor que para el mayor. Entonces, dio sus fundamentos

el juez —las Reglas de Beijing y otros tipos de fundamentos- que no se puede tratar

a un menor de la misma manera que a un mayor; en ese momento eran procesos

distintos, más allá de que sea la misma persona. Realmente, minoridad exige que el

juez esté en contacto permanente con la temática y también con la realidad de cada

persona que tiene un conflicto con la ley penal. Dr. Sánchez. Gracias, doctor. Dr.

Posse. Doctor, como usted está concursando para juez de un juzgado de Monteros,

yo le voy a formular una pregunta que no es mía, sino que hace la ciudadanía. Le

voy leyendo en forma parcial esta pregunta, porque no es una sola, sino que son

varias en un cuestionario. La primera parte de la pregunta es: ¿Usted tiene

formación en derecho de los pueblos indígenas? Dr. Martínez Terán. Mire, sí; con

el doctor Edgardo Sánchez en la Escuela Judicial del CAM hemos tenido la

participación de agrupaciones de los pueblos originarios. En ese sentido sí he tenido

formación. Dr. Posse. ¿Y cuál es su opinión sobre la tensión que existe entre la

propiedad comunitaria indígena y la propiedad privada? Son tensiones que

coexisten. Dr. Martínez Terán. Yo creo que deben ser escuchadas las comunidades

originarias, los pueblos originarios. De hecho, hay antecedentes ya de la

participación que tienen ellos en distintos procesos en calidad de parte; aunque no

hayan sido damnificados directamente, sino también como terceros. Dr. Posse. Y

esta es la que me parece más especifica con respecto a lo que usted está

concursando: ¿Qué piensa de involucrar o hacer participar a las autoridades
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siempre que lo considere necesario, los medios de prensa en las diferentes

audiencias. Dr. Posse. ¿Garantizando? Dr. Palomino Teves. Sí, garantizando la

información hacia la sociedad, la libertad de prensa. Dr. Posse. ¿Y al joven

garantizándole también? Dr. Palomino Teves. Sí, el derecho a la privacidad, a la

intimidad. Sí. Dr. Posse. Bueno, muchas gracias, doctor. Se retira de la sala el doctor

Emiliano J. Palomino Teves. Doctor Osvaldo César Martínez Terán. Entrevista.

Ingresa a la Sala el doctor Osvaldo C. Martínez Terán. Dr. Posse. Buenos días,

doctor. Lo felicitamos por llegar a esta instancia de nuevo y, si le parece, pasamos

directamente a formularle las preguntas. Dr. Martínez Terán. Muchas gracias. Dr.

Posse. Usted está concursando para el centro jurisdiccional de Monteros, ¿es así?

Dr. Martínez Terán. Sí, así es. Dr. Posse. Así que la pregunta se la va a formular el

doctor Edgardo Sánchez. Dr. Sánchez. Yo diría que inicie el doctor Albarracín. Dr.

Posse. Tiene la palabra el doctor Raúl Albarracín. Dr. Albarracín. Buenos días,

doctor. Hay una evidente diferencia de idiosincrasia entre los menores del Interior

y los menores de la Capital; y existe una centralización en el cumplimiento de las

medidas de seguridad o de internación de menores. ¿Qué análisis hace al respecto

usted? Dr. Martínez Terán. Mire, hace poco, hace unos días, he visto una entrevista

de impugnación del juez de menores —no recuerdo quién era- pero decía que al

Instituto Roca le ordenaban que lo alojen ahí al menor y la persona que estaba a

cargo de esa dirección dio sus fundamentos de por qué no debería ser alojado en el

Instituto Roca, y no recuerdo si el menor era de Monteros o de Concepción. Y más

allá de que no correspondía que esté alojado ahí, el Juez de Impugnación ha hecho

lugar al directivo o a la persona que estaba a cargo del Instituto Roca, no así la

posición del juez, que inclusive había puesto la astreintes para el cumplimiento de

esa medida. Dicho esto, entiendo que sí, hay una idiosincrasia distinta en la manera

en que se dan las conductas de los menores respecto de la ley penal, que debe ser

valorada y tenida en cuenta por el juez a la hora de tomar una decisión sobre ese

- menor. Dr. Albarracín. Gracias. Dr. Posse. Tiene la palabra el doctor Edgardo

Sánchez. Dr. Sánchez. Mi pregunta es muy concreta, doctor. Teniendo en cuenta

que concursa para juez de menores y del juez de menores, según la especialidad, se

espera un determinado perfil, que a su vez lo cumpla en las audiencias, en función
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familia. Y más allá de eso, si hay que trabajar dentro del contexto de lo que se

debería, tiene que ser el contexto de sociedad donde cada menor, donde cada joven

se desarrolla. Y, además, teniendo en cuenta la particular idiosincrasia de cada

lugar. No es lo mismo la Capital, no es lo mismo Monteros, no es lo mismo

Concepción; y teniendo en cuenta, también, las personas con las que van a estar

alojados los jóvenes; porque un chico que viene de Monteros o que viene de

Concepción va a estar alojado acá con gente de Capital —no digo que sea malo o

que sea bueno, para nada- sino que simplemente son de características diferentes

los de diferentes lugares. O sea, sí creo que tiene que haber centros especializados

para alojamiento de jóvenes en conflicto con la ley, al menos, uno en cada centro

judicial de la Provincia de Tucumán. Dr. Albarracín. Muchas gracias, doctor. Dr.

Posse. Doctor, yo le voy a formular una pregunta que en realidad la hace el público,

que dice así: Se han producido audiencias judiciales sobre adolescentes, presuntos

infractores, en la que se les permitió el acceso a los medios de comunicación,

prohibiéndole --por supuesto- la difusión de los nombres y características que lo

identifiquen, pero se permiten publicar notas. ¿Cuál es su opinión acerca de la

presencia de los medios de comunicación en audiencias sobre causas en las que un

adolescente esté imputado? Dr. Palomino Teves. Yo creo que sí, que en las causas

en las que están los adolescentes imputados ahí tenemos lo que sería el derecho a la

libertad de prensa, el derecho a la sociedad que esté informada; y, por otra parte, el

derecho que tiene el joven adolescente a su privacidad y su intimidad, que está

garantizada por las Reglas de Beijing. Entonces, en mi opinión, para mi sí tiene

derecho y si quieren participar los medios de comunicación, pueden participar, y

como estaba diciendo, pueden participar, pero siempre reservando el nombre de los

jóvenes. Es más, yo diría que ni siquiera identificándolos, porque a veces los

identifican con las iniciales, algo que tampoco es necesario, sino que simplemente

se trata de un joven en conflicto con la ley, que se dé la información, alguna

información respecto del caso y qué decisión se ha tomado, pero que se evite

cualquier cuestión que permita identificar al joven; pero creo que también está el

derecho de la sociedad a mantenerse informada, independientemente de que se trate

de adolescentes en conflicto con la ley. Así que sí, creo que sí deberían participar,
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tendremos más gente dentro del sistema juvenil y una falsa creencia de que estamos

más seguros; pero no sería la solución. No hay una solución mágica para lo que

sería la delincuencia juvenil. Es una solución que lleva tiempo, que hay que

empezar a trabajar desde muy temprana edad en diferentes sectores y tratar de ver

cuáles son las causas y trabajar en esas causas desde temprana edad, para evitar esto

y así solucionar lo que sería. Como digo, no hay una solución inmediata para este

problema. Dr. Sale. Gracias. Dr. Sale. ¿Tiene algún dato estadístico sobre la

cantidad de menores involucrados en causas penales? Dr. Palomino Teves.

Actualmente, lo que sería a la fecha, no tengo exactamente cuáles son, pero sí el

año pasado, las causas de menores no superaban el 3,5 % aproximadamente; y en

lo que sería la Justicia Nacional sí había visto que las causas de menores estaban

entre el 3,5 % y el 5 %; estoy hablando de las causas que llegaban a la Corte

Suprema de Justicia y dentro de lo que sería la Ciudad de Buenos Aires. Es decir,

dentro de lo que sería el total de causas penales, que, si bien es importante, porque

estamos hablando de personas que tienen menos de 18 años, no es un número

significativo. Igualmente, a la semana pasada, en el Instituto Roca había cuatro

personas privadas de libertad en el marco de no cumplir la pena, sino de

disposiciones provisorias, que serían similares a lo que es una prisión preventiva;

que, si comparamos con la cantidad de gente adulta privada de la libertad, no es

nada considerable ese número. Dr. Posse. ¿De dónde las saca a esas estadísticas,

doctor? Dr. Palomino Teves. Las estadísticas del 3,5 y 5 % son causas que se han

formalizado cargos acá, en el sistema de Capital. Dr. Posse. Ya está. Perfecto. Tiene

la palabra el doctor Raúl Albarracín. Dr. Albarracín. Las medidas de seguridad, de

internación de menores, están centralizadas acá, en la Capital; y hay una realidad

que es que a los menores del Interior se los trae para acá y hay una idiosincrasia

totalmente distinta. ¿Qué análisis hace al respecto usted? Dr. Palomino Teves. Por

supuesto que debería haber, obviamente que no puede haber en todas las ciudades,
ES

E pero sí dentro de cada centro judicial tener por lo menos un instituto que sea
ES

especializado para que estén los menores con disposición provisoria; más que nada

por lo que significa, primero, por el contacto con los familiares, que, si estamos

hablando de una Justicia de menores, claramente tiene que estar en contacto con la
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el clamor de la sociedad —como decía usted- es que se baje porque la gente lo que

quiere es seguridad, eso es lo que reclama; está cansada de lo que es la inseguridad.

Entonces, la respuesta es: ¿se va a lograr combatir esa inseguridad con la baja de la

edad de la punibilidad? Y la respuesta es claramente que no, porque se han

aumentado las penas, se ha aumentado el poder punitivo del Estado en algún

momento y la seguridad no ha aumentado. Los casos de inseguridad siguen, es más,

van aumentando, porque tienen que ver con otra cuestión. Entonces, si nosotros

aumentamos el poder punitivo, le extendemos el poder punitivo del Estado para

jóvenes menores de 16 años, no vamos a estar atacando lo que sería la delincuencia

juvenil; porque que haya más jóvenes dentro del sistema penal no se va a combatir

lo que sería la delincuencia juvenil. En realidad, lo que estaríamos atacando sería el

efecto y no la causa. Por otra parte, también hay que tener en cuenta lo que dicen

las convenciones internacionales, que si bien la Convención de los Derechos del

Niño no dice cuál sería la edad recomendada, la edad mínima a partir de la cual

debería empezar a intervenir la justicia penal juvenil, sí recomienda la observación

general del Comité de los Derechos del Niño que sea a partir de los 16 años; que si

bien no es obligatorio, da los lineamientos de cuál sería la edad recomendada. Por

otra parte, también hay que tener en cuenta que no vamos a solucionar una cuestión,

que sería la inseguridad. ¿Qué es lo que quiere la sociedad? Lo que quiere la

sociedad es poder andar tranquila y tener más seguridad. Con más gente privada de

la libertad, en su caso, con más gente condenada de menos edad, no vamos a

solucionar eso. Al contrario, vamos a tener otra cuestión; vamos a tener más gente

dentro del sistema, más gente privada de la libertad, habrá que habilitar nuevos

centros, habrá que tener más personal y se va a generar otro gasto público que va a

ser destinado para eso y no para otra cuestión; y no vamos a estar solucionando el

problema, que sería la delincuencia juvenil, que sería mayor seguridad, que es lo

que reclama la gente. Lo que sí, para solucionarlo, no hay una respuesta de cuál es

la solución para estos casos; sí es una cuestión que va a llevar mucho tiempo. Por

ahi, qué sé yo, hace rato estábamos hablando del tema de candidaturas y eso, si uno

ofrece lo que sería una ley por la que se baje la punibilidad, el resultado sería

inmediato, porque sancionamos una ley, la aprobamos, y a partir de este momento
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en el caso de los femeninos. Tampoco tienen una dependencia de estas

características en esos centros y la complejidad que conlleva muchas veces en la

vulneración de los derechos del imputado en cuanto a los familiares que necesitan.

No nos olvidemos que este niño, niña o adolescente se encuentra en un momento

de crecimiento de su evolución vital y es por esto —digamos la razón de toda la

normativa convencional- que necesita un trato diferencial y una respuesta estatal

diferente. Entiendo que esto también conlleva la respuesta estatal diferente de tener

y dar que le causen el menor perjuicio posible a lo largo de todo el procedimiento

y poder, de esta manera, resguardar su derecho y garantía. Entonces, sí entiendo

que sería interesante un proyecto para poder realizar, además, este centro, teniendo

en cuenta la idiosincrasia del lugar, ya que tienen ciertas características propias del

lugar en los niños, niñas y adolescentes en cuanto a sus actividades y su desarrollo

tanto físico, psíquico y emocional. Dr. Posse. Muchas gracias, doctor. Dr. Cano.

Muchas gracias a ustedes. Se retira de la sala el doctor Gerónimo Cano. Doctor

Emiliano José Palomino Teves. Entrevista. Ingresa a la sala el doctor Emiliano J.

Palomino Teves. Dr. Posse. Buenos días, doctor. Lo felicitamos por haber llegado

a esta etapa. Dr. Palomino Teves. Muchas gracias. Dr. Posse. Si le parece, pasamos

directamente a las preguntas. El doctor concursa para la Capital así que tiene la

palabra el doctor Carlos Sale. Dr. Sale. Felicitaciones por haber llegado a este

estadio, doctor. Dr. Palomino Teves. Gracias. Dr. Sale. En la opinión pública,

últimamente, está muy en boga el tema de la baja o no de la edad de imputabilidad

de los menores. Así ha sido que bemos podido leer por los medios de prensa estos

últimos días las posiciones de distintos candidatos para las próximas elecciones al

respecto, unos a favor de que la edad de imputabilidad no baje y otros a favor de

que es un clamor popular de la sociedad, de que se baje la edad de imputabilidad de

los menores. En este marco y teniendo usted que convencer, por ejemplo, a un

legislador, a un político, a alguien que está a favor de bajar la edad de la

> imputabilidad, ¿cuáles serían sus argumentos a los efectos de convencer a esa

persona —o sea, ¿cuál sería su posición- de que la edad del menor no debería o sí

debería bajarse? Dr. Palomino Teves. Perfecto. Primero que nada, hay que tener en

cuenta qué es lo que se busca con la baja de la edad de punibilidad, porque por ahí
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digamos que hay un conflicto que involucra a niños o jóvenes en conflicto con la

ley penal en El Pichal, ¿qué haría usted? Dr. Cano. En cuanto al conflicto, en el

primer momento de la comisión del delito, nos podemos ir a la normativa procesal

aplicable en cuanto al artículo 233, en cuanto al momento de la aprehensión; y el

236, inciso 5) en cuanto a lo específicamente de los menores. Es fundamental aquí

el resguardo; entonces, la inmediata comunicación tanto con la Defensoría que él

tenga ya sea de su confianza o la Defensoría Oficial, la Defensoría de la Niñez, que

cumple esta función tuitiva; y el juez en conocimiento -yo como juez- y también

los organismos proteccionales en comunicación, la autoridad administrativa de

aplicación, teniendo en cuenta —como bien sabemos- que actualmente esta ciudad

no cuenta con instituciones para —en el caso, entendiendo que como primer

momento hay que tender a la no privación de libertad de un niño, niña o

adolescente- y tratar de lograr la comunicación inmediata con sus vínculos

familiares y poder restituirlo allí, más allá de la investigación posterior que se haga,

en el caso de que fuese necesario desde el Centro de Admisión y Derivación un

informe, que es muy interesante lo que hacen, entendiendo que ellos tienen un plazo

de 24 horas —a diferencia de los adultos, que es de 48 horas- en donde realizan este

informe situacional, que hacen rápidamente en 24 horas un abordaje

interdisciplinario de toda la situación, para mayor conocimiento de la situación y

poder advertir ciertas vulnerabilidades o situaciones particulares en un caso

concreto. Dr. Posse. Tiene la palabra el doctor Albarracín. Dr. Albarracín. A mí me

preocupa que las medidas de seguridad o internación de los menores siempre están

centralizadas acá, en la Capital, y es evidente que hay una distinta idiosincrasia con

el Interior, especialmente en la zona que a usted le tocaría, donde está concursando.

¿Cuál es el análisis que hace al respecto? Dr. Cano. Entiendo —como bien lo

manifesté- no solo desde el alojamiento provisional que tiene a través del Centro de

Admisión y Derivación, el cual se encuentra acá en Capital y no tiene ni la Ciudad

de Concepción ni la Ciudad de Monteros; también en cuanto al alojamiento cuando

de manera excepcional se toma la medida de disposición provisoria del artículo 399,

en cuanto a la más gravosa que sería —por llamarla de alguna manera- la

institucionalización, en cuanto al Roca —en el caso de los masculinos- y del Goretti,
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